
  1 

 

 

 

INFORME TEMÁTICO DE USAID  

LA TENENCIA Y LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS  
LA IMPORTANCIA DE LA AUTO-DETERMINACIÓN, EL TERRITORIO 
Y LOS DERECHOS A LA TIERRA Y A OTROS RECURSOS 
NATURALES 
INFORME #13 – LOS DERECHOS DE PROPIEDAD Y LA GOBERNABILIDAD DE LOS RECURSOS 

RESUMEN 
Los pueblos indígenas (PI) a menudo viven en tierras donde 
rige el derecho consuetudinario o informal. La Obtención del 
acceso a los recursos naturales y la formalización de los 
derechos de tenencia de la tierra, son esenciales para que los 
PIs vulnerables puedan sostenerse, ejercer sus derechos 
civiles, sociales, culturales, políticos y económicos y contribuir al 
desarrollo sostenible local, nacional y mundial (ONU 2009a). El 
reconocimiento legal y la delimitación de áreas, territorios o 
dominios tribales, son formas claves para empoderar a los PIs. 
Sin embargo, estas protecciones legales a menudo no existen. 
Las razones incluyen estados débiles, la adquisición de tierras 
para propósitos agrícolas, el desarrollo de la infraestructura, la 
conservación de la biodiversidad, los instrumentos de tenencia 
poco apropiados, las reformas agrarias, la mitigación del cambio 
climático global (CCG), industrias extractivas y la incapacidad 
de trabajar de forma eficaz con los PIs en lugares remotos. 

La asistencia a los PIs a través del fortalecimiento de la 
seguridad de tenencia, requiere que se preste atención a los 
temas y factores limitantes con los cuales los PIs se identifican 
cuando elaboran sus propios planes de desarrollo a largo plazo 
(Tauli-Corpuz, Enkiwe-Abayao y de Chavez 2010). Por lo tanto, 
los esfuerzos de desarrollo deben dirigirse a las necesidades 
específicas de los PIs, y a la vez asegurar que las iniciativas 
bien intencionadas no dañen involuntariamente a las 
comunidades indígenas. Este informe presenta los temas, 
oportunidades y recomendaciones claves para fortalecer los 
derechos de los pueblos indígenas a la tierra y a los recursos 
naturales. 

¿Quiénes son los pueblos indígenas?  
Los pueblos indígenas y sus organizaciones se encuentran en todas las regiones del mundo. En ciertos países, se 
les llama a los PIs “minorías étnicas” y/o “pueblos tribales”. Sus condiciones sociales, culturales y económicas les 
distinguen de otros grupos dentro de la comunidad nacional. Su condición es regida en diversa medida por sus 
propias costumbres y tradiciones y por el derecho doméstico e internacional (Westra 2008), incluso la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (UNDRIP, por sus siglas en inglés) y el 
Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (Convenio 169 de la Organización 

Pueblos indígenas (PI) son grupos étnicos 
que habitan una región geográfica con la 
cual tienen conexiones históricas a largo 
plazo. 

Los PIs se caracterizan por: 

 La auto-identificación como pueblos 
indígenas y el ser aceptado como tal por 
sus vecinos;    

 Vínculos fuertes a territorios y a los 
recursos naturales circundantes, o un 
historial de haber sido desalojados de los 
mismos;     

 Sistemas sociales, económicos o 
políticos bien diferenciados; 

 Idiomas, culturas y creencias bien 
diferenciados; 

 Grupos no dominantes de la sociedad y  

 Tomar la decisión de mantener y 
reproducir sus medio ambientes y 
sistemas ancestrales como pueblos y 
comunidades bien diferenciados.   
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 Organismos claves de las Naciones 

Unidas que tratan temas de interés de los pueblos indígenas, 
incluyen el Foro Permanente sobre Temas Indígenas, el 
Mecanismo de Expertos sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas y el Relator Especial sobre la Situación de los 
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los 
Pueblos Indígenas. 

La fortaleza de los pueblos indígenas reside en su capacidad de 
auto-organización, sistemas de gobernabilidad local, 
conocimientos locales, rendición de cuentas interna y culturas 
que se han ido adaptado a ámbitos locales. Los PIs buscan 
protegerse a sí mismos y a sus recursos de los riesgos 
externos, a través del aislamiento el bloqueo de carreteras para 
instigar el diálogo y acuerdos con gobiernos e involucrarse en 
acciones legales y otras acciones defensivas. Sus relaciones 
internas y con el medio ambiente son guiadas por el derecho 
consuetudinario/las costumbres que a menudo son reconocidas 

por los gobiernos nacionales como fuentes legítimas de autoridad. Por lo menos 104 Constituciones nacionales 
tienen disposiciones que reconocen el derecho consuetudinario (Cuskelly 2010), y 32 tienen disposiciones 
específicas sobre los derechos consuetudinarios a la tenencia de la tierra y a los recursos naturales. Los derechos 
de los PIs están protegidos cada vez más bajo el derecho internacional (Lynch 2011) y bajo la jurisprudencia 
nacional. En ciertos casos, el derecho internacional puede conformar el fundamento para recursos legales cuando 
el derecho nacional no protege los derechos de los PIs. 

Las cortes regionales internacionales han ratificado los derechos indígenas de tenencia en Latinoamérica y África. 
El fallo histórico de la Corte Internacional de Justicia sobre el Sáhara Occidental en 1975 reconoció que los 
pueblos nómadas tienen derecho a sus territorios ancestrales. En 2010, la Comisión Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos falló que el Estado de Kenia había violado los derechos humanos de los enderois, al 
desalojarlos de sus tierras ancestrales con el propósito de desarrollar el turismo. La Comisión Inter-Americana de 
Derechos Humanos (CIDH) recientemente publicó un compendio de leyes, y existe bastante jurisprudencia que 
apoya los derechos de los indígenas de las Américas a la tierra y a los recursos naturales (OEA 2010), incluyendo 
los derechos de las comunidades afro-descendientes en su condición de “pueblos tribales”. 

Los pueblos indígenas dependen del acceso a los recursos naturales y a paisajes específicos para su 
sobrevivencia, para preservar un sentido único de su identidad y para poder sostenerse. Los PIs adoptan diversas 
estrategias de sustento, incluyendo el arreo nómada en combinación con la agricultura estacional; la agricultura 
rotativa de roza y quema en combinación con una dependencia de los productos forestales; la pesca y recolección; 
la agricultura y caza en combinación con el comercio y otras mezclas únicas y complejas de estrategias adaptadas 
a condiciones naturales y sociales particulares. Si bien no se conoce la cantidad de tierra que se encuentra bajo el 
derecho consuetudinario, sin protección oficial de su tenencia bajo el derecho estatutario y la titulación, puede que 
llegue hasta el 90% en África, y su extensión es significativa en Asia, el Pacífico y Latinoamérica (en menor grado). 
Con una población aproximada de 370 millones de personas y ocupando el 20% del territorio mundial, los Pis 
conforman un tercio de los pobres del mundo y viven un promedio de 20 años menos que la población no indígena 
(Naciones Unidas 2009a).  

Los pueblos indígenas típicamente enmarcan sus derechos de tenencia dentro de sus derechos colectivos a los 
recursos naturales, los cuales son manejados bajo el derecho consuetudinario. Las propias instituciones de 
gobernabilidad organizadas por los pueblos indígenas que han evolucionado a lo largo del tiempo, son las que 
aplican dichos derechos. Estas instituciones locales permiten la extracción y el uso sostenible de los recursos 
(Ostrom 2009). Estos reglamentos guían la división interna de la propiedad dentro de los territorios de los propios 
grupos, incluyendo los derechos familiares a las parcelas agrícolas en las cuales personas individuales han 
invertido sus esfuerzos, junto con los derechos de pastoreo, caza y áreas forestales. Dichas instituciones locales 

                                            

1
 Los convenios y tratados relevantes están disponibles en línea en la Biblioteca de Derechos Humanos de la Universidad de Minnesota, en      

http://www1.umn.edu/humanrts/instree/ainstls1.htm. 

2
 El gobierno de Estados Unidos reconoce el derecho de los PIs a la “consulta libre, previa e informada”, discrepando del lenguaje de 

UNDRIP del “consentimiento libre, previo e informado”.  El gobierno de EEUU sostiene que el uso del término „consentimiento‟ privilegia a 
los PIs más allá de otros grupos, y por lo tanto, su efecto no es democrático en el proceso.        

Los derechos de los pueblos indígenas a los 

recursos a menudo son impugnados por las 

sociedades dominantes, incluyendo colonos, 

industrias e intereses relacionados a la 

conservación de la biodiversidad, entre 

otros.  Muchos PIs viven en situaciones 

remotas con altos niveles de inseguridad 

debido a conflictos armados regionales.  

Estan  entre los grupos más vulnerables del 

mundo, y pueden ser impactados 

negativamente  por proyectos de titulación 

de tierras y de derechos de propiedad, si sus 

temas e intereses no son tratados de forma 

apropiada en el diseño e implementación de 

proyectos, leyes y políticas. 
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de gobernabilidad también reconocen que los derechos al acceso a un lugar o recurso específico pueden ser 
coincidentes, dependiendo de la estación y/u otros factores, como puede ser edad, género, linaje y conocimientos 
rituales.  

Los problemas de tenencia de los pueblos indígenas, están cada vez más vinculados con los crecientes problemas 
mundiales relacionados a la conservación de la biodiversidad, el manejo de los recursos naturales y el CCG. Los 
PIs a menudo habitan y tienen derechos en territorios que coinciden o colindan con las zonas de alta biodiversidad 
que quedan en el mundo. Esta superposición no necesariamente resulta en una pérdida de biodiversidad. Al 
contrario, estudios han demostrado que cuando los gobiernos se comprometen a otorgar tenencia segura de los 
territorios de los PIs, dichas áreas proveen una protección tan eficaz o hasta más eficaz que las áreas protegidas 
por el Estado

3
 (Ricketts et al. 2010, Stickler et al. 2008). Los esfuerzos de mitigación del CCG también buscan 

reducir la deforestación; y estudios han demostrado que los territorios controlados por los PIs son más exitosos en 
cuanto a la prevención de la deforestación, que otras áreas protegidas (Hayes y Ostrom 2005, Nepstad et al. 
2006). Los PIs están participando cada vez más en los foros nacionales y mundiales, para representar sus 
intereses y aptitudes en materia de la biodiversidad y la mitigación del CCG. 

PROBLEMAS CLAVES Y OPCIONES PARA ABORDARLOS  
Los estados débiles no protegen a los pueblos indígenas.  
Si bien los pueblos indígenas a menudo viven en países que 
han promulgado leyes y políticas para lentamente reparar las 
injusticias post-coloniales, su implementación se ve limitada por 
conflictos con otras leyes,y también se ve dificultada por un 
sistema de cortes y de administración de tierras débiles y en 
ciertos casos, por la corrupción. Típicamente, las zonas 
estatales más débiles se encuentran en regiones remotas 
donde residen los PIs. En casos extremos, como puede ser 
Colombia, los PIs tienen derechos muy arraigados a los 
territorios autónomos, pero no pueden ejercer plenamente 
dichos derechos debido a conflictos armados internos y al bajo 
nivel de seguridad ciudadana (Schmidt 2009). Aún cuando 
estos territorios autónomos a menudo son solo remanentes de 
las extensas áreas que originalmente fueron otorgadas (aunque 
no fueron reconocidas ni tituladas formalmente) a los PIs de 
Colombia. 
 
Leyes contradictorias son comunes en ciertas áreas. Por ejemplo, la Ley de 1997 sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas Filipinos (IPRA, por sus siglas en inglés) contradice la Ley de Minería de 1995, el Código de 
Pesca, el Código Forestal y el Sistema Nacional Integrado de Áreas Protegidas. A petición de los PIs, el gobierno 
creó un Organismo Consultivo de Pueblos Indígenas en 2006 con la responsabilidad de hacer recomendaciones 
de cómo armonizar IPRA y UNDRIP (UNDRIP 2007) en estas leyes contradictorias, y a la vez revisar el 
rendimiento de la Comisión Nacional sobre los Pueblos Indígenas (NCIP, por sus siglas en inglés), para ayudarle a 
“liberarse de la ineficiencia y corrupción históricas” (Ramo 2010) y así mejorar la eficacia en el otorgamiento de los 
títulos de Dominio Ancestral (AD, por sus siglas en inglés). La armonización de leyes a menudo refuerza la 
democracia y el eficaz ejercicio de los derechos y responsabilidades. 
 
La promoción de la transparencia y de la libertad de información puede crear oportunidades para los procesos de 
reforma que permiten a los PIs y a otros ejercer sus derechos legales. En la India, los PIs y sus aliados han 
apoyado la implementación de la Ley Forestal de 2006 mediante el uso de la Ley de Libertad de Información de 
2005 (RTI, por sus siglas en inglés). La Ley Forestal de 2006 reconoce los derechos tribales a los territorios 
forestales en remotas regiones disputadas, e incluye el reconocimiento de los derechos de las tribus nómadas. A 
través de la Ley Forestal, se han otorgado títulos a la tierra y derechos forestales a gente tribal que vive dentro de 
las áreas protegidas (TNN 2011). La RTI es una herramienta de la sociedad civil en la India y en otros lugares, que 
puede ayudar a combatir la corrupción, asegurar que los presupuestos públicos se ejecuten de manera 
responsable y proveer información esencial para los PIs que luchan por defender sus tierras. Centenares de miles 

                                            
3
  La UICN define un área protegida como “un espacio geográficamente claramente definido, reconocido, dedicado y manejado a través de 

maneras legales u otras maneras eficaces, para realizar la conservación de la naturaleza a largo plazo, junto con los servicios asociados 
del ecosistema y su valor cultural” (Dudley 2009, p. 8).     

“[L]a exposición y presión sin precedentes, y 

el riesgo a las comunidades locales y a sus 

bosques, se está enfrentando con niveles sin 

precedentes de organización local e 

influencia política, lo cual les provee a los 

países y al mundo en general una 

oportunidad tremenda de reparar injusticias, 

avanzar el desarrollo rural y salvaguardar los 

bosques.  Pero el caos en Copenhague en 

COP15 sacó a la luz la crisis inminentes a la 

que el mundo se enfrentará, si las 

tendencias de largo plazo de los derechos 

ignorados, el hambre y el cambio climático 

no son abordados de modo adecuado . . .” 

(RRI 2010). 
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de aplicaciones a la RTI, han creado cambios importantes en la transparencia y en los derechos de los PIs a la 
tierra (PNS 2011, Sahoo 2010, Singh 2010).  

Los mercados de tierra que funcionan mal y algunas adquisiciones de tierra a gran escala representan una 
amenaza para los pueblos indígenas. 
Sin una tenencia segura de la tierra y del agua, los PIs fácilmente pueden perder de un plumazo sus derechos 
legales a los recursos naturales . Esta es una amenaza creciente. En un análisis sobre el aumento de las 
demandas de tierra , un estudio del Banco Mundial (Banco Mundial 2010) pronostica que 6 millones de hectáreas 
de tierra adicional entrarán en producción agrícola para el 2030, mayormente en África subsahariana y los 
bosques secos de Sudamérica – ambos lugares con grandes poblaciones de PIs. En Asia del Sudeste, la 
expansión de las plantaciones de palma aceitera en áreas forestales a menudo ha estado en conflicto con los 
derechos indígenas (Colchester 2010). El estudio del Banco Mundial concluye que ciertos inversionistas se han 
aprovechado de la falta de protecciones legales en las comunidades locales, para desalojar a la gente de sus 
tierras. 

Cuando no se documentan, reconocen o se hacen valer los derechos de los PIs a la tierra y a los recursos 
naturales, dichos grupos pueden ser despojados o desalojados. La falta de capacidad de las agencias de 
administración de tierras, la falta de transparencia, la corrupción y la insuficiente participación de los grupos 
vulnerables en los tratos de tierra, crean situaciones que agravan los conflictos. En África, los caciques han cedido 
los derechos a la tierra sin consultar con sus constituyentes. Esta situación alarmante destaca la necesidad de 
crear controles eficaces de gobernabilidad y ayudar a las comunidades locales a proteger sus derechos a la tierra 
y a los recursos. Un método para hacer frente a estos retos, es adoptar prácticas de mapeo comunitario. Abundan 
tales ejemplos. En Indonesia, USAID apoyó un programa de mapeo comunitario en el cual los miembros de la 
comunidad “firmaron” los mapas con sus huellas digitales para demostrar su conformidad con los límites 
fronterizos. Posteriormente, dichos mapas se usaron como pruebas para apoyar los derechos de los pueblos 
indígenas y cancelar las ventas de tierra que habían sido negociadas por los líderes comunitarios sin el 
conocimiento de sus constituyentes.  

La reforma agraria puede ser un asunto de doble filo para los pueblos indígenas. 
La reforma agraria puede representar una amenaza para los derechos indígenas, cuando los programas de 
redistribución y registro de tierras no toman en consideración los derechos indígenas prexistentes. Cuando las 
reformas agrarias obligan a los campesinos mas pobres a mudarse a tierras indígenas porque no hay otras tierras 
disponibles, los campesinos y PIs se disputan derechos débiles entre sí. En las Filipinas, por ejemplo, donde 
grandes extensiones de tierra agrícola se encuentran en manos de la agroindustria y no están disponibles para los 
campesinos mas pobres, en ciertas ocasiones el Departamento de Reforma Agraria ha titulado las tierras 
indígenas a favor de las familias de los colonos invasores, a pesar de que los PIs han estado esperando por 
mucho tiempo la expedición de los Certificados de Dominio Ancestral (Tolentino 2010).  

Pueden surgir cambios perjudiciales en la asignación y políticas de los derechos a la tierra a medida que avanza la 
reforma agraria. En Bolivia, por ejemplo, distintos programas de titulación de tierras indígenas han ido 
remplazándose unos a otros de forma sucesiva desde la década de los 80. En 2010, bajo la nueva Constitución de 
Bolivia, los títulos de Tierras Comunitarias de Origen (TCO) que habían sido tramitados y otorgados por la Agencia 
de Reforma Agraria desde la década de los 90, fueron transformados súbitamente en Territorios Indígena 
Originario Campesinos (TIOC). Los PIs de las tierras bajas están preocupados que dicho cambio permitirá 
asentamientos de forasteros dentro de sus territorios indígenas. Los TIOC también han cambiado el marco 
pasando de un instrumento de tenencia a ser un instrumento para delimitar la gobernabilidad autónoma, lo cual 
tampoco ha sido definido después de la anulación de las leyes previas que establecieron la representación y la 
descentralización (Cameron 2010). 

Presión poblacional y la expansión de la infraestructura. 
Demandas opuestas para la tierra provienen del sector agrícola. Otros factores que aumentan la demanda para la 
tierra, son el incremento de la población en los países en vías de desarrollo y la creación de nueva infraestructura 
para mejorar el acceso a los mercados, facilitar el comercio y promover el crecimiento económico. Las nuevas 
redes de carreteras y energía que se están construyendo con inversiones coordinadas por la Iniciativa de 
Infraestructura Regional en Sudamérica (IIRSA)

4
 para aumentar la exportación agrícola a Asia, por ejemplo, les 

hace más fácil a los colonos, comerciantes y taladores ilegales desmontar los bosques y asentarse en territorios 
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  IIRSA es un plan coordinado de inversión de capital para Sudamérica, financiando redes de energía y telecomunicaciones, carreteras y 

canales hondos atravesando Latinoamérica, conectando las áreas más remotas a través de centros de transporte a puertos en el Atlántico 
y el Pacífico.       
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indígenas. Aún en situaciones en la que los PIs tienen derechos reconocidos a la tierra y a los recursos naturales, 
los gobiernos nacionales a veces no toman acciones para hacer valer sus derechos territoriales. En Madre de 
Dios, Perú, por ejemplo, la organización regional de los PIs, FENAMAD, es la única que está luchando contra 
taladores ilegales de pequeña escala que invaden tierras indígenas tituladas. Estos taladores están invadiendo las 
tierras de los pueblos indígenas al seguir la nueva carretera transoceánica construida como parte del plan de 
desarrollo de la IIRSA, el cual amenaza prácticamente a todos los PIs en Sudamérica debido al conjunto de 
represas, canales y múltiples rutas al Pacífico que atraviesan las tierras altamente precarias, con altos niveles de 
biodiversidad y mayormente indígenas de la cuenca amazónica y el Gran Chaco. En Madre de Dios, nuevos 
inmigrantes presentan nuevos retos en los esfuerzos de FENAMAD para proteger la Reserva Comunal Amarakaeri 
de la exploración petrolera. Si bien Brasil ha hecho cumplir las restricciones necesarias en las carreteras y otros 
proyectos de desarrollo que podrían afectar las reservas indígenas, como fue demostrado en la serie histórica de 
imágenes de satelite en la cual se ve la progresiva deforestacion agrestre en las franjas de la reserva forestada del 
PI Xingú (Stickler, Kellndorfer, Walker, Soares, Rodrigues y Dietsch 2008), muy recientemente el gobierno 
brasileño ha apoyado la construcción de una represa hidroeléctrica río arriba, la cual inundará la reserva del PI 
Xingú y desplazará las comunidades de los PIs Juruna, Xikrín, Arara, Xipaia, Kuruaya y Kayapó de sus territorios 
(CIDH 2011). 

La conservación de la biodiversidad amenaza los derechos de los pueblos indígenas a la tierra, al crear o 
expandir las áreas protegidas.  

Doce por ciento del Planeta Tierra se encuentra en áreas 
protegidas controladas por los gobiernos (20 millones de 
kilómetros cuadrados). Esto incluye 40% de las tierras rurales 
en algunos países africanos (Veit, Nshala y Odhiambo 2007). 
Más áreas se siguen proclamando para alcanzar el objetivo 
mundial de 17% de áreas terrestres protegidas y las otras 
medidas de conservación establecidas en la Conferencia de las 
Partes en el Convenio sobre la Diversidad Biológica (CBD COP, 
por sus siglas en inglés) en Nagoya (CBD 2010). En África, la 
conservación liderada por el Estado tiene una historia de 
violación de los derechos de los habitantes locales al debido 
proceso, el reasentamiento forzoso, la destrucción de propiedad 
y fincas y hasta la tortura y los asesinatos extrajudiciales (Alcorn 
y Royo 2007, Duffy 2010, Neumann 2004). Se estima que hay 
aproximadamente 130 millones de refugiados de la 
conservación a nivel mundial, muchos de ellos son pueblos 
indígenas (Geisler 2002, 2003; Geisler y de Sousa 2001). Si a 
las personas que actualmente están utilizando “ilegalmente” los 
recursos de las áreas protegidas se les restringiera el acceso a 
los recursos , el número de refugiados de la conservación 
ascendería hasta los centenares de millones. 
 
En Botsuana, por ejemplo, los derechos de acceso al agua de la 
población San se restringieron como una táctica para obligarles 
a salir de la Reserva Central de Caza del Kalahari. El pueblo 
San ganó la batalla en la corte para proteger sus derechos de 
acceso a dichos recursos. Sin embargo, el gobierno de 
Botsuana ha sido muy lento en proteger dichos derechos 
(Hitchcock 2009). En Nepal, donde 59 diferentes pueblos 
indígenas constituyen el 37% de la población, el informe de 

2009 del Relator en Derechos Humanos de la ONU (Anaya 2009) del país, identificó violaciones, incluyendo 
asesinatos extrajudiciales, en los parques nacionales y sus alrededores debido a las políticas de conservación, y 
recomendó que se modifiquen dichas políticas, incorporando la atención a los derechos de los pueblos indígenas. 
Las áreas protegidas de Nepal fueron creadas en los territorios de los pueblos indígenas sin su consentimiento 
(Stevens 2010). Este problema también se está tratando en el período de post-apartheid de Sudáfrica y en otros 
países africanos. Los PIs a menudo continúan ejerciendo sus derechos colectivos a sus recursos tradicionales, a 
pesar de la criminalización de sus actividades, lo cual aumenta aún más su vulnerabilidad. El “Plan de Acción de 
Durban” del Congreso de 2004 de Parques Mundiales de la Unión Internacional para la Conservación de la 

Los refugiados de la conservación están 

mejor documentados en África: 

 600.000 refugiados en Chad (Dowie 

2006, 2009). 

 100.000 en Kenia y Tanzania en los 

últimos 30 años (Dowie 2006, 2009).  

 120.000 (5% de la población) 

desplazados desde 1990, más 170.000 

que están siendo  desplazadosen 

Nigeria, Gabon, Camerún, la República 

del Congo, Guinea Ecuatorial y la 

República de África Central.  Estos 

refugiados se están asentandos en 

tierras que ya están ocupadas y 

manejadas por 250.000 personas 

(Schmidt-Soltau 2005).  

 30.000 desplazados de la Reserva del 

Bosque Kibale y del Corredor de Caza 

en Uganda (Colchester 2010).  

 Otros PIs han sido deplazados de la 

Reserva Central de Caza del Kalahari, el 

Parque Nacional Chobe, el Parque 

Nacional Etosha, la Reserva de Caza 

Moremi, el Sitio de Patrimonio de la 

Humanidad  Colinas deTsodilo, el 

Parque de Caza Caprivi Occidental, el 

Parque Nacional Wankie y el Parque 

Nacional Gemsbok (Hitchcock 2005). 
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Naturaleza (UICN), apoyado por subsiguientes Resoluciones del Congreso de la UICN (UICN 2008)
5
, recomendó 

el establecimiento de una Comisión de Verdad y Reconciliación para abordar la problemática de los derechos a las 
tierras enajenadas con el propósito de ser convertidas en áreas protegidas.  
 
Soluciones alternativas abundan: lecciones del desarrollo de la conservación comunitaria (Hitchcock 2006, 
Hitchcock y Babchuck 2007) en Namibia y Botsuana podrán ser útiles para desarrollar derechos más robustos a la 
tierra y a los recursos naturales para el pueblo mursi de Etiopía (Muchemi 2009) y para otros grupos semi-
pastorales que actualmente luchan por mantener sus derechos a la tierra y fauna (Mwangi y Ostrom 2009, 
Robinson y Berkes 2010). La nueva categoría de áreas protegidas de la UICN, denominada “Áreas Conservadas 
por Pueblos Indígenas y Comunidades”, puede ser apropiada en situaciones en las cuales los derechos de los PIs 
son relativamente débiles. En Latinoamérica y el Pacífico, donde los PIs tienen derechos más sólidos, se pueden 
utilizar otros mecanismos para apoyar a los PIs a incorporar la conservación de la biodiversidad en sus planes de 
vida y del uso de la tierra. Por ejemplo, la colaboración de la Organización Indígena Tacana de Bolivia con 
asociaciones del gobierno local y con organizaciones de conservación en el Parque Nacional Madidi y alrededores, 
ha ido aumentado poco a poco la capacidad de gobernabilidad local en un ambiente sacudido por conflictos. 
 
La imposición del derecho estatutario y el traspaso inapropiado puede representar una amenaza para los 
pueblos indígenas. 
Los derechos legales son traspasados o creados con demasiada frecuencia, sin tomar en cuenta los sistemas 
consuetudinarios, o estos derechos no abarcan el pluralismo legal de manera apropiada. Cuando los reglamentos 
estatutarios se imponen sobre el derecho y las prácticas consuetudinarios, esto tiende a minar los sistemas 
existentes y tiene la consecuencia inintencionada de crear una tragedia de acceso abierto que marginaliza a los 
pueblos indígenas. 
 
Los problemas y las soluciones varían, de acuerdo con el país y la subregión. Conflictos surgen en los estados 
débiles, donde las autoridades y derechos consuetudinarios no están protegidos, y donde el Estado no tiene ni la 
legitimidad ni la capacidad para administrar la tierra (como en las áreas tribales de Afganistán y Pakistán). En la 
provincia étnicamente diversa de Dak Lak en Vietnam, se hubiera podido evitar los conflictos que fueron 
generados por una iniciativa piloto de traspaso forestal, al incorporar arreglos más igualitarios para compartir los 
recursos, adaptados a los derechos y responsabilidades consuetudinarios de acuerdo con las relaciones históricas 
(Sikor y Thanh 2007). Un estudio piloto llevado a cabo en Brasil, la República Democrática del Congo, Ghana, Sri 
Lanka, Tanzania y Vietnam (Moore, Grieber y Baig 2010) demuestra los problemas y un proceso modelo para la 
evaluación participativa de las opciones para mejorar la aplicación del derecho consuetudinario y estatutario de 
manera mutualmente solidaria. 

 
Las soluciones legales desarrolladas a lo largo de los siglos en países europeos como Noruega (Berge 2007) y 
Suiza (Intercooperation 2010), para incorporar los derechos consuetudinarios a la tierra en los sistemas modernos 
, nos ofrece una perspectiva de las distintas alternativas para abordar tales problemas, como puede ser la 
protección de los intereses de linaje en tierras tituladas a individuos particulares, las competencias de las 
burocracias públicas y de las autoridades consuetudinarias para hacer cumplir las leyes relacionadas a la tierra y 
los problemas relacionados a los intereses individuales en las tierras colectivas. En muchas situaciones, colonos 
han coexistido durante largo tiempo con pueblos indígenas que prefieren incluir a los colonos en los procesos de 
asignación y titulación de tierra, para así evitar conflictos. En el norte de Argentina, por ejemplo, cuando la CIDH 
respondió a las quejas de los PIs y actuó como intermediario en las negociaciones con el gobierno argentino para 
asignar derechos a la tierra a los PIs, fue necesarioasistir a los colonos criollos a desarrollar una organización 
representativa con la cual la organización indígena pudiera negociar la división de las 650.000 hectáreas de tierras 
fiscales otorgadas a los PIs por el gobierno. Esto se debió al hecho de que Lhaka Honat, la organización de los PIs 
que representa 40 comunidades wichis, quería compartir la tierra con sus antiguos vecinos criollos (Alcorn, 
Zarzycki y de la Cruz 2010).  
 
Desde la perspectiva del derecho indígena consuetudinario, el agua, los bosques y la tierra son un conjunto 
integrado, lo cual refleja las perspectivas de los ecologistas sobre los vínculos ecológicos interdependientes que 
existen entre el agua, los humedales y los bosques (Blumenfeld et al. 2009). 
  

                                            
5
  El gobierno de EEUU no deliberó ni votó sobre la Resolución 4.048, y emitió la siguiente declaración: “Los miembros del Estado y de las 

agencias de Estados Unidos no se involucraron en las deliberaciones sobre esta moción ni tomaron una posición como gobierno nacional 
sobre la moción en la forma que fue adoptada, por las razones que fueron enunciadas en la Declaración General de EEUU sobre el 
Proceso de Mociones de la UICN”.     
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El agua está relacionada cada vez más con los conflictos de tierra y las tensiones políticas generales (Boelens 
2009). Los masai y otros PIs pastorales que viven en grandes extensiones en Kenia y Tanzania, dependen de los 
escasos recursos hídricos y estacionales para su ganado y su propio sustento. El turismo de vida silvestre, los 
parques nacionales, las haciendas privadas y otras demandas opuestas para los ecosistemas en el Valle Rift y 
alrededores, han desalojado a los grupos masai de sus tierras tradicionales y ahora se encuentran lejos del agua 
que necesitan para sus manadas de ganado. Los masai, quienes fueron desalojados forzosamente de sus tierras 
tradicionales de labranza Kukenya en Arusha Occidental, Tanzania, consiguieron una pequeña victoria contra un 
operador estadounidense de excursiones de safari, por violar sus derechos al hostigarles, golpearles y someterlos 
a la detención extrajudicial cuando los masai intentaron acceder a sus fuentes de agua s tradicionales (Minority 
Rights 2011). Aunque el Comité de la ONU para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD, por sus siglas 
en inglés) pidió un cese del hostigamiento en marzo del 2009, la mayoría de los casos africanos no reciben 
atención del exterior (Johnston 2011).  
 
Alrededor del mundo, conflictos surgen cuando las acciones de los usuarios río arriba impactan el agua potable, la 
agricultura y los recursos pesqueros de los pueblos indígenas río abajo. En situaciones transfronterizas en Bolivia 
y Argentina, los PIs han intentado sin éxito participar y contribuir con sus conocimientos en el Plan Maestro 
Pilcomayo (Alcorn, Zarzycki y de la Cruz 2010). En la región andina, las organizaciones de riego de los PIs están 
luchando por defender sus derechos al agua dentro de los sistemas legales y de política que los marginalizan 
(Boelens, Guevara-Gil y Panfichi 2010). Con el apoyo de la 
Comisión Nacional Australiana de Agua para disminuir el 
número de conflictos, los aborígenes australianos han 
establecido la Red Comunitaria Indígena de Facilitación en 
Materia de Agua, la cual actúa como una catalizadora para 
asegurar que los intereses indígenas sean articulados, 
promovidos e incorporados en las decisiones relacionadas a la 
política del agua, los planes de manejo y la asignación del agua 
en conjunto con otros interesados (NAILSMA 2008). El agua y 
la tierra son respetadas como elementos esenciales en los 
territorios de los pueblos indígenas bajo la ley filipina IPRA de 
1997; los territorios oceánicos de pesca tradicionales son 
aspectos reconocidos dentro de los Dominios Ancestrales, 
junto con ríos, tierra, bosques y los recursos del subsuelo. Sin 
embargo, la aplicación es débil y las leyes contradictorias 
minan el ejercicio de dichos derechos.  
 
El cambio climático global y la mitigación del cambio 
climático global amenazan los pueblos indígenas. 
El pronóstico es que el CCG producirá condiciones más 
extremas en las tierras marginales donde los PIs representan 
sectores importantes de la población. Los pueblos pastorales y 
semi-pastorales podrán experimentar sequías que producirían 
una escasez de comida y de agua para el ganado y para su 
propio uso. Los PIs que dependen de la pesca, podrían ser 
obligados a adaptarse a la extinción de peces y a cambios en 
la composición de su pesca. Los PIs costeros serán 
fuertemente impactados por la subida del nivel del mar en Asia 
y el Pacífico. Los PIs que dependen de los bosques podrián 
tener que adaptarse a un aumento en la pérdida de recursos, 
debido a incendios forestales y a la extinción de especies. La 
competición por los recursos de agua dulce, podrá resultar en 
la desviación de ríos para el riego y represas que impactará 
particularmente las tierras y los recursos de los pueblos 
indígenas en Sudamérica, África y Asia del Sur. El CCG 
también podría provocar nuevas migraciones de colonos en 
búsqueda de tierra y recursos en áreas indígenas remotas. 
REDD+ y otros proyectos y políticas que buscan reducir o 
mitigar el CCG, pueden amenazar a los PIs y a sus derechos 
de tenencia de la tierra. La continuación de las restricciones 
coloniales en la agricultura de roza y quema y otras actividades 

En las Filipinas, USAID ha apoyado los 

derechos de los pueblos indígenas a la tierra 

por más de 20 años.  Más de 70 distintos 

pueblos indígenas viven en áreas remotas y 

han sido impactados por la resistencia 

revolucionaria armada, debido a su ubicación 

geográfica remota. A finales de los años 80, 

el apoyo de USAID empezó con estudios y 

eventualmente la promulgación de una 

Orden Administrativa del Ministerio de Medio 

Ambiente y Recursos Naturales (DENR, por 

sus siglas en inglés), que detalló el proceso 

para reivindicaciones de AD, aunque el AD 

no existía como ley. Posteriormente USAID 

proveyó equipos especiales de GPS para 

usar en la preparación de las 

reivindicaciones, para que los PIs pudieran 

cumplir con los detalles de la Orden 

Administrativa.  Cuando más de un millón de 

hectáreas habían sido reivindicadas 

mediante el proceso de DENR, el gobierno 

definió el AD con IPRA, incluyendo los 

recursos hídricos ancestrales.  IPRA fue 

promulgada en 1997. En 2010, USAID 

continuó apoyando el desarrollo de los 

planes de ordenamiento territorial de los 

pueblos indígenas para el AD, enfocandose 

en el fortalecimiento de la capacidad de las 

organizaciones indígenas y en su 

involucramiento con el gobierno mediante el 

uso de la ley para resolver conflictos.  La 

aplicación de la ley continúa enfrentándose a 

varios retosy está desarrollando una 

jurisprudencia cada vez más madura para 

guiar la aplicación futura de la ley, la cual 

ahora cuenta con el apoyo y reconocimiento 

generalizados por parte tanto de  las 

industrias como de los ciudadanos. 
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tradicionales de manejo de los recursos (Alcorn 2010a); las plantaciones de árboles para el secuestro del carbono; 
los planes de biocombustibles; los derechos al carbono asignados a otros; las áreas de conservación de la 
biodiversidad y mecanismos/transferencias financieras que proveen incentivos, subsidios o préstamos para la 
producción de los biocombustibles, todos estos ejemplos constituyen usos de la tierra que compiten entre si . 
Además, los cambios de política que resultan en la reasignación de las responsabilidades y/o presupuestos de las 
autoridades entre los ministerios gubernamentales, puede marginalizar la autoridad de aquellos con constituyentes 
indígenas. 

Análisis mundiales han demostrado que la degradación forestal está inversamente relacionada con el nivel de 
acción colectiva local en el manejo y la protección del bosque (Chhatre y Agrawal 2009, Ostrom y Nagendra 2006). 
Hay muchas oportunidades para estabilizar los bosques y promover el equilibrio en el nivel del carbono en los 
bosques de Sudamérica que están bajo el control o reivindicación de los PIs, lugares con escasa población y 
donde se calcula que existe una tasa de 40% de absorción del carbono de combustibles fósiles (se calcula que 
hay un potencial de mitigación forestal de 21 toneladas métricas de CO2 anualmente). En África, Asia y 
Centroamérica, se podrían perder oportunidades para colaborar con los PIs en situaciones que podrían contribuir 
de forma significativa a la reducción del calentamiento global, si no se identifican estrategias para empoderar a las 
comunidades indígenas para que participen en los esfuerzos de mitigación y compartan los beneficios de dichos 
proyectos. El involucramiento apropiado de los PIs, incluso el reconocimiento de los derechos de los pueblos 
indígenas a la tenencia y a los recursos, es clave para REDD+ a largo plazo.  

Los pueblos viviendo en aislamiento voluntario son especialmente vulnerables.  
Las Naciones Unidas ofrece a los gobiernos orientación relacionada a los PIs que viven en aislamiento voluntario 
(los pueblos no contactados), quienes por virtud de su estricto aislamiento lejos de los forasteros, y su alto riesgo 
de mortalidad debida a posibles infecciones si hubiera contacto, no pueden representarse ni obtener la titulación 
de sus territorios. Los Estados miembros de los convenios internacionales tienen la obligación de establecer y 
mantener reservas para su protección de acuerdo con los requisitos dispuestos en el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) y otros convenios internacionales relevantes (Alcorn 2006, Alcorn y 
Royo 2007, ONU 2009b). Otras complicaciones pueden surgir, si los PIs no contactados están viviendo en áreas 

que han sido tituladas a particulares, debido a que su 
inhabilidad de representarse a sí mismos no encaja dentro de 
los procesos establecidos para la resolución de reivindicaciones 
y la compensación a dueños particulares, cuyas tierras son 
devueltas a los PIs de acuerdo con los reglamentos, leyes y 
normas domésticas establecidas. 

Las Naciones Unidas provee orientación sobre las protecciones 
de los derechos humanos de los pueblos no contactados de la 
Amazonía y del Chaco de Sudamérica (ONU 2009b). La 
mayoría de los pueblos no contactados que quedan en el 
mundo viven en los bosques de Sudamérica (Brackelaire 2006). 
Brasil ha protegido 11,3 millones de hectáreas de bosque en 
nombre de los PIs no contactados; a nivel mundial, otros países, 
incluyendo Paraguay, se han quedado atrás en el cumplimiento 
con sus responsabilidades bajo el derecho internacional 
(Amotocodie, Unión de Nativos Ayoreo de Paraguay [UNAP], 
International Work Group for Indigenous Affairs [IWGIA] 2010). 
Por ejemplo, si bien Ecuador y Perú establecieron áreas de „no 
tocar‟ para los PIs no contactados, aun así, estos han estado en 
conflicto con taladores y colonos tanto dentro como fuera de los 
límites de sus áreas reservadas “oficiales”.  

La industria extractiva amenaza cada vez a los pueblos indígenas. 
Podría decirse que la fuente más grande de conflicto entre los PIs y los forasteros es la industria extractiva. Tierras 
forestadas a menudo son de la propiedad del Estado, y los Estados otorgan concesiones para la tala y para 
plantaciones a las empresas. Dichas concesiones están sobrepuestas en tierras tradicionales de los pueblos 
indígenas, y a menudo no reconocen los derechos consuetudinarios que los PIs han ejercido. 

Además, los PIs se encuentran amenazados por la industria petrolera y minera (Tebtebba y FPP 2006) autorizada 
por los gobiernos nacionales. Se han documentado casos en las Filipinas donde la minería ha amenazado la 
seguridad alimentaria de los PIs (Working Group on Mining in Philippines [Grupo de Trabajo sobre la Minería en 
las Filipinas, 2009). Enfrentamientos violentos han ocurrido (p.ej., el incidente en Bagua en 2009 fue 

Guia de las Naciones Unidas sobre los 

derechos a la tierra de los PIs ‘no 

contactados’: 

. . . Se le debe dar una protección especial a 

dos tipos de tierra, en beneficio de los 

pueblos indígenas en aislamiento y durante 

el contacto inicial. (A) Las tierras y territorios 

de los pueblos indígenas en aislamiento y 

durante el contacto inicial: aquellos que les 

permiten a dichos pueblos mantener  su 

forma de vida y en los cuales han 

tradicionalmente vivido o viajado. Se les 

debe  prohibir estrictamente la entrada a los 

forasteros y a la realización de cualquier tipo 

de actividad en dichas tierras. (B) Zonas de 

amortiguamiento: aquellas tierras que rodean 

las tierras de los pueblos indígenas en 

aislamiento y durante el contacto inicial 

(Naciones Unidas, 2009b). 
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desencadenado por la falta de voluntad del gobierno peruano de conseguir el consentimiento de los PIs para 
permitir que las empresas petroleras entraran a los territorios amazónicos). Si bien los PIs en Latinoamérica, Asia 
y África no se oponen rotundamente a la minería, están intentando asegurar que las empresas y los gobiernos se 
responsabilicen por los impactos negativos de la minería y de la extracción del petróleo/gas en territorios y aguas 
indígenas, aunque la demanda mundial de petróleo, gas y minerales impulsa dicho negocio. Esfuerzos continuos 
de asistir a las empresas mineras a mejorar su involucramiento con los PIs han sido poco exitosos (Herbertson et 
al. 2009, Richardson 2007). En Perú, la contaminación minera del agua continúa produciendo conflictos (Servindi 
2009). En Guatemala, las adquisiciones de tierra para minas ha impactado directamente los sustentos de miles de 
familias indígenas (van der Sandt 2009, Anaya 2011) y subsiguientemente ha contaminado los ríos de San Miguel 
Ixtahuacán con un nivel de arsénico 26 veces mayor que los estándares de la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) (Van de Wauw, Evens y Machiels 2010). Solamente en las Filipinas, entre 2001 y 2006, hubo 800 
asesinatos extrajudiciales asociados con las manifestaciones en contra de la minería (Doyle, Wicks y Nally 2007). 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES PARA INTERVENCIONES ESTRATÉGICAS 
La vulnerabilidad de los pueblos indígenas aumenta cuando la 
tenencia de sus tierras y recursos naturales no es respetada. 
Un amplio cúmulo experiencias y orientación fundamenta las 
recomendaciones estratégicas que pueden mejorar los 
resultados del desarrollo humano de los PIs. Para aplicar las 
siguientes recomendaciones estratégicas de forma más eficaz 
en cualquier situación local, es esencial mantenerse al tanto de 
la evolución de los asuntos en materia de tierra, a nivel mundial 
y nacional. La preocupación primordial de los PIs es la tierra y 
los recursos naturales, y hay recursos disponibles en el Internet 
para monitorear las situaciones cambiantes.

6
 

Apoyar los esfuerzos generados a nivel local para 
fortalecer los derechos de los pueblos indígenas a la tierra 
y a los recursos naturales. 
Proveer apoyo para fortalecer las organizaciones de los pueblos 
indígenas, sus interesados y las organizaciones de apoyo legal, 
para permitir que los PIs puedan representarse a si mismos a 
medida que las leyes, políticas y economías cambien durante la 
turbulencia transicional de las democracias en evolución. El 
proceso para realizar y consolidar reformas legales y en materia 
de políticas es largo; el apoyo estratégico en coyunturas 
específicas puede fomentar el progreso hacia adelante, 
fortaleciendo la sociedad civil para involucrarse en la vigilancia 
necesaria para proteger y ejercer los derechos que se han ido 
ganando al avanzar. 

El apoyo a la gobernabilidad democrática puede proveer apoyo 
secundario a leyes y políticas específicas, para así asegurar 
que el amplio marco gubernamental incluya espacio para la 
participación significativa de los pueblos indígenas. El apoyo a 
los estudios y manuales que detallan los marcos y herramientas 
legales disponibles para el uso de los pueblos indígenas y de 
sus organizaciones de apoyo, puede ser útil si se combina con 
el fortalecimiento de su capacidad en materia de incidencia y la 
aplicación de las leyes (Read y Cortesi 2001).  

Incorporar la tenencia colectiva en la política de la tierra, como una alternativa apropiada para los pueblos 
indígenas.  
A no ser que exista una demanda por parte de los grupos afectados, el título a individuos particulares puede que 
no sea la mejor solución para los PIs y otros grupos rurales. Ayudar a los gobiernos y a los PIs a evaluar la 
situación actual de la tenencia, incluyendo intereses coincidentes para poder reconocer los derechos e identificar 

                                            
6
  Sitios web mundiales claves para noticias actualizadas sobre los asuntos relacionados a la tierra de los PIs y los conflictos son 

http://indigenouspeoplesissues.com/ y http://intercontinentalcry.org/.  

A lo largo de los últimos 20 años, USAID ha 

proveído apoyo alrededor del mundo de bajo 

nivel al mapeo participativo indígena del uso 

de la tierra, para incorporarles a los PIs en 

los mapas y así prevenir la imposición de 

planes poco apropiados desde arriba para 

abajo sin tomar en cuenta los derechos 

consuetudinarios y los usos de la tierra de 

los pueblos indígenas para su seguridad 

alimentaria y para sus sustentos.   El 

rendimiento importante de esta inversión de 

largo plazo y de bajo nivel, ahora es evidente 

en Indonesia, en el nuevo plan provincial de 

Papua de desarrollo “de poco carbono” en el 

cual, por primera vez en la historia de 

Indonesia, incluirá los planes de los PIs 

como parte del plan provincial de 

ordenamiento territorial, en vez de la 

imposición de los planes del Estado de arriba 

para abajo.  La meta de la gente, apoyada 

por la Ley Especial  21 de Autonomía de 

2001, es mantener 25 millones de hectáreas 

de bosque tropical – el 85% del área del 

terreno de la provincia – a través del co-

manejo colaborativo entre las comunidades 

indígenas y la autoridad estatal de manejo 

forestal, en base a los patrones del uso 

indígena de la tierra.  El plan también incluye 

lineamientos para la delimitación oficial de 

los límites entre las tierras de distintas 

comunidades. 

http://indigenouspeoplesissues.com/
http://intercontinentalcry.org/
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las instituciones de los pueblos indígenas de manera que disminuyan los conflictos (Bavikatte y Jonas 2009, 
Galudra et al. 2010) y apoyar las opciones de los PI (Charters y Stavenhagen 2009).  

Evitar la creación de reivindicaciones contradictorias que surgen al descuidar los derechos de los PI mediante 
la titulación y los programas de reforma agraria para colonos; y el reasentamiento de los refugiados, y a la vez 
poner atención a los intereses de los PIs cuando se realizan acuerdos equitativos con los colonos que viven en las 
comunidades indígenas. 

Trabajar con organizaciones de conservación para aumentar el reconocimiento y respeto de los derechos 
de los pueblos indígenas a la tenencia de la tierra y a los recursos naturales. 
Crear una lista de referencia para revisar las decisiones relacionadas a la continuación de proyectos de 
conservación cuando se clausuran programas de desarrollo debido a los conflictos armados, golpes de estado u 
otras situaciones inestables que crean presiones para ignorar los derechos humanos (Alcorn 2006, Springer y 
Alcorn 2007). Apoyar un mecanismo de inspección independiente, para evaluar los conflictos y las quejas que 
surjen en contra de las actividades de conservación de la biodiversidad (incluyendo las áreas protegidas, 
silvicultura certificada y otras actividades vinculadas a la conservación), especialmente aquellas en África (Lynch 
2010). Evaluar las alternativas para financiar directamente a las organizaciones de los pueblos indígenas y de 
otros grupos, para aumentar la sostenibilidad a largo plazo de la conservación de la biodiversidad y disminuir el 
número de conflictos (Alcorn 2010b). Trabajar con gobiernos nacionales para reformar las políticas y prácticas de 
conservación con el propósito de prevenir los abusos de los derechos humanos relacionados a las áreas 
protegidas y reparar injusticias pasadas. Incluir estudios de los posibles impactos negativos en los derechos de los 
PIs a la tierra, como parte del proceso al considerar políticas y apoyo financiero para los programas de incentivos 
de conservación (Wolman 2004). 

Fortalecer el apoyo para la tenencia de los pueblos indígenas a la tierra y a los recursos naturales en 
REDD+ y en otras inversiones en el ámbito del cambio climático global.  
El hecho de que tantos PIs habitan en bosques amenazados demuestra la necesidad de mejorar la colaboración 
de los PIs en los esfuerzos de proteger los recursos forestales. Un paso importante en este proceso debe ser 
apoyar los esfuerzos de formalizar los derechos de los PIs a la tierra y a los recursos naturales en dichas áreas 
(Freudenberger y Miller 2010). Hasta donde sea posible, los PIs deben ser consultados en la amplia gama de 
actividades de REDD+, incluyendo proyectos tradicionales y la asistencia técnica; el desarrollo de políticas; e 
intervenciones que incluyen transferencias de fondos originados de o fluyendo entre los gobiernos nacionales, 
organizaciones no gubernamentales (ONGs), fondos de fideicomiso, bancos multilaterales de desarrollo, empresas 
privadas y/o asociaciones de la sociedad civil.  

Específicamente, los Estados deben considerar ciertas iniciativas de política: a) eximir a la agricultura de roza y 
quema de los pueblos indígenas de las restricciones de CCG y b) evaluar las opciones para los derechos de 
propiedad de carbono para los PIs. Un caso de prueba en Brasil ha determinado que los PIs pueden tener 
derechos al carbono, y el proyecto piloto Suruí de REDD en Brasil (248.147 hectáreas) provee orientación para el 
desarrollo de proyectos y políticas de REDD+ (Olander, Borges y Narayamoga 2010). La Asociación Metareilá 
(Suruí) es la entidad que propone el proyecto; las ONGs que proveen asistencia son los socios del proyecto. Toda 
decisión sobre la transferencia o venta de los derechos a bonos de carbono será formalizada en un contrato aparte 
utilizando los procesos tradicionales de toma de decisión de los clanes de Suruí. Los cuatro clanes están trabajado 
juntos para implementar el proyecto de carbono, como parte de su plan de desarrollo de 50 años en base a sus 
conocimientos y recursos tradicionales. Los territorios indígenas en la Amazonía incluyen 21,7% del bosque de la 
Amazonía brasilera y el 27% de las reservas de carbono en la Amazonía brasilera (Olander, Borges y Narayamoga 
2010). Dicho caso provee un ejemplo valioso; los lineamientos, desarrollados por un proceso de la sociedad civil 
liderada por Imaflor y GTA, pueden ser adaptados a otros países (Reddsocioambiental 2011). Debido a que las 
ONGs internacionales de conservación son intermediarias claves para REDD y otros programas de CCG que se 
realizarán en los territorios de los pueblos indígenas, es esencial asegurar que las ONGs tomen en cuenta los 
derechos de los pueblos indígenas a la tierra y a los bosques.  

Integrar los derechos de los pueblos indígenas a la tenencia de la tierra y a los recursos naturales en 
programas relacionados a la seguridad alimentaria, sustentos y gobernanbilidad. 
La tenencia es una condición necesaria pero insuficiente para el desarrollo de los PIs y otros grupos vulnerables. 
Asistir a comunidades indígenas en el mapeo de sus recursos naturales y crear planes de largo plazo que 
apoyarán sus propias iniciativas de desarrollo que aseguren su seguridad alimentaria y sus derechos humanos 
reconocidos (Griffiths y Anselme 2010: Tauli-Corpuz, Enkiwe-Abayao y de Chavez 2010). 
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Apoyar la tenencia, el acceso y la asignación de derechos hídricos consuetudinarios de los pueblos 
indígenas en políticas y proyectos. 
Apoyar la participación de los PIs en procesos de planificación de política hídrica y en otros procesos de 
planificación, de manera que será respetada por los intereses dominantes establecidos. 
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